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Sobre:  
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Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 
la Jueza Colom García y la Jueza Cortés González 

 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de agosto de 2016. 

Eliezer Santana Báez [en adelante, “Santana Báez” o 

“recurrente”] comparece por derecho propio mediante una 

solicitud de revisión judicial y Auxilio de Jurisdicción en la que 

solicita que revisemos la respuesta que emitió la División de 

Remedios Administrativo del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación [en adelante, “Departamento de Corrección”] el 

12 de julio de 2016 en la queja B-1199-16.   

ANTECEDENTES 

Santana Báez, quien actualmente se encuentra bajo la 

custodia del Departamento de Corrección en la institución 

correccional Bayamón 501, nos presenta un recurso de revisión 

judicial en el que indica que se le realizó otro registro al desnudo 

de forma ilegal y que el Departamento de Corrección le impuso 

agotar un trámite administrativo bajo un reglamento 

inconstitucional.  Explicó que el 20 de junio de 2015 acudió a su 

celda el oficial Irizarry, a quien anteriormente había demandado 

en su carácter personal, y dicho oficial le ordenó despojarse de 

su ropa, junto a otro confinado que estaba en su celda.  Ambos, 
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tuvieron que doblarse en cuclillas.  Santana Báez alega que le 

dijo al oficial Irizarry que ese registro era ilegal, y este le 

contestó que eso no era nada.  Ante ello, Santana Báez habló 

con el supervisor Roberto Cano, quien le contestó que eso era 

inevitable.     

Por este incidente, Santana Báez presentó una Solicitud de 

Remedio Administrativo ante la División de Remedios 

Administrativos del Departamento de Corrección y Rehabilitación 

[en adelante, “División de Remedios”].  Relató que se le hizo un 

registro al desnudo junto a otro confinado.  Le solicitó a la 

División que realizara la investigación pertinente que incluya 

entrevistas a las partes y se amoneste al oficial Irizarry.   El 12 

de julio de 2016, la evaluadora Janitza Maldonado Acosta emitió 

la siguiente respuesta:  

Asunto:  MPC alega que el día 20 de junio de 2016, el 
oficial correccional el Sr. Irizarry #11925 en presencia 

de otro MPC le realizó registro, ordenando entregar 
camisa, pantalón corto y ropa interior y doblarse en 

cuclillas.  MPC alega haber dado conocimiento de lo 
ocurrido al Tnte. Cano. 

 

Informa el Tnte. Carlos García, comandante de la 
institución  Bayamón 501: 

 
Ese día estuve presente en vivienda cuando se realizaba 

el registro; también estuvo el capitán Colón Carballo 
(Bayamón  1072) el cual llegó con varios oficiales 

correccionales para reforzar el proceso de registro. 
 

El procedimiento utilizado durante el registro fue:  Dejar 
un confinado fuera de la celda mientras el otro se 

registraba y se le protegió la intimidad e integridad del 
mismo.  En ningún momento durante el registro ningún  

confinado se quejó del  procedimiento realizado. 
 

Se le apercibió, además de su derecho a solicitar 

reconsideración:   

Si el miembro de la población correccional solicitante 

no estuviere de acuerdo con la respuesta emitida, 
podrá solicitar la revisión mediante escrito de 

reconsideración ante el Coordinador Regional,  dentro 
del término de veinte (20) días calendarios contados a 

partir del recibo de la notificación de la respuesta.  
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Insatisfecho, el recurrente, acudió ante nos, sin haber 

culminado el trámite de la reconsideración al Coordinador 

Regional.  Arguyó que incidió el Departamento de Corrección en 

dos maneras: 

Primero, al descansar en una alegación hecha por el 
propio comandante quien fue parte del registro y por 

virtud reglamentaria este no podía investigar este 
mismo asunto, y no hacer una investigación profunda 

entrevistando a todos los envueltos. 
 

Segundo, al emitir una notificación defectuosa en este 
caso, imponiéndome con carácter jurisdiccional el tener 

que reconsiderar para apercibirme de mi derecho a 
recurrir ante este tribunal.  

 

En cuanto al registro al desnudo, indicó que el Reglamento 

de Registros del Departamento de Corrección lo prohíbe cuando 

hay dos o más confinados a la vez, a excepción de circunstancias 

extremas, las cuales no le aplicaban.  Estos registros se pueden 

efectuar en forma privada, en un cuarto de registro, lo cual no 

ocurrió en su caso.  Sobre la investigación indicó que no se 

entrevistó al oficial Irizarry y los dos confinados que fueron 

registrados ni se investigaron las cámaras, por lo que no se hizo 

ninguna investigación adecuada.  Señaló que el teniente no 

podía intervenir en el proceso investigativo, por haber estado en 

el registro.  Por lo que nos solicita una investigación más 

profunda. 

En el segundo señalamiento, relacionado al requisito de la 

reconsideración, indicó que de acuerdo a Perfect Cleaning v. 

Cardiovascular, 162 DPR 745 (2004), las agencias no pueden 

imponer requisitos jurisdiccionales para la revisión judicial, si 

dicha autoridad no está amparada por su ley orgánica.  Sostuvo, 

también que, a la luz de lo reiterado en Aponte v. Policía de PR, 

142 DPR 75 (1996), la LPAU eliminó el requisito jurisdiccional de 

presentar una moción de reconsideración como preámbulo para 
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la revisión judicial, a menos que la ley habilitadora del ente 

administrativo lo permita.  Indicó que la Ley orgánica del 

Departamento de Corrección, Plan de Reorganización 2-2011 no 

le delegó la autoridad de imponer el requisito de reconsideración 

previo a la presentación del recurso de revisión judicial.  No 

obstante, el Reglamento de la División de Remedios 

Administrativos del Departamento de Corrección,  Reglamento 

8583, exige la presentación de una reconsideración y la 

adjudicación de la misma como requisito indispensable y 

jurisdiccional para poder recurrir ante este foro.  Indicó que el 

apercibimiento que se le hizo, de solicitar reconsideración, es 

contrario a lo resuelto por el Tribunal de Apelaciones en los 

casos KLRA2016-00488, KLRA2015-00100 y KLRA2015-00299, 

porque la evaluadora le impone la obligación de tener que 

reconsiderar, cuando la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme, lo permite pero de forma opcional.  Sostuvo, además, 

que no se le apercibió de su derecho a recurrir ante el Tribunal 

de Apelaciones, por lo que la respuesta debe revocarse.   

 Con el propósito de lograr el más justo y eficiente 

despacho de este asunto, prescindimos de solicitar la 

comparecencia escrita de la parte recurrida a tenor con la Regla 

7 del  Reglamento del Tribunal de Apelaciones 4 LPRA Ap. XXII-

B.  Exponemos.  

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

En innumerables ocasiones se ha advertido que los 

tribunales deben ser celosos guardianes de su jurisdicción y que 

no tienen discreción para asumir jurisdicción allí donde no la 

tienen”. Peerless Oil v. Hmnos. Torres Pérez, Inc., 186 DPR 263 

(2012); S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 882 

(2007).  Como la falta de jurisdicción de un tribunal no puede 
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subsanarse, le corresponde a los foros adjudicativos examinar su 

propia jurisdicción.  Peerless Oil v. Hmnos. Torres Pérez, Inc., 

supra; S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, supra.  Cuando un 

tribunal determina que no tiene jurisdicción para entender en un 

asunto, procede la inmediata desestimación del recurso ante su 

consideración conforme lo ordenado por las leyes y reglamentos 

para el perfeccionamiento de estos. Peerless Oil v. Hmnos. 

Torres Pérez, Inc., supra.  

Ahora bien, nuestra función como foro apelativo está 

limitada por la  Ley 201-2003, conocida como Ley de la 

Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico que dispone 

en el Art. 4.006 (c) que el Tribunal de Apelaciones tendrá 

competencia, “[m]ediante recurso de revisión judicial, que se 

acogerá como cuestión de derecho, de las decisiones, órdenes y 

resoluciones finales de organismos o agencias 

administrativas.”  (Énfasis nuestro).  24 LPRA sec. 24y.   

Cónsono a ello, la Regla 56 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, establece lo siguiente: 

Esta parte gobernará el trámite de las revisiones de 

todos los recursos instados ante el Tribunal de 
Apelaciones para la revisión de las decisiones, 

reglamentos, órdenes, resoluciones y 
providencias finales dictadas por organismos o 

agencias administrativas o por sus funcionarios(as), 
ya sea en su función adjudicativa o cuasi legislativa, 

conforme lo dispuesto en ley. (Énfasis nuestro) 
4 LPRA Ap. XXII-B 

 

Por su parte, la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme, Ley Núm. 170 del 12 de agosto de 1988, según 

enmendada, 3 LPRA secs. 2101 et. seq. [en adelante, “LPAU”], 

dispone en su sección 4.1 que las normas relativas a la revisión 

judicial se extienden a todas las órdenes, resoluciones y 

providencias adjudicativas dictadas por las agencias 
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administrativas que no estén expresamente exceptuadas por ley. 

3 LPRA sec. 2171.  

En particular, la LPAU dispone como sigue: 

Una parte adversamente afectada por una orden o 

resolución final de una agencia y que haya agotado 
todos los remedios provistos por la agencia o por el 

organismo administrativo apelativo correspondiente 
podrá presentar una solicitud de revisión ante el 

Tribunal de Apelaciones, […] (énfasis nuestro) Sec. 
4.2, 3 LPRA sec. 2172.  

 
De lo anterior se desprende claramente que para la 

revisión judicial se requiere:  1) que la parte haya agotado todos 

los remedios provistos por la agencia o por el organismo 

administrativo correspondiente; y 2) que se solicite la revisión 

judicial de la orden o resolución final de la agencia.  

La doctrina de agotamiento de remedios administrativos 

implica que, cuando se ha iniciado un procedimiento 

administrativo, la intervención judicial queda postergada hasta 

que haya finalizado en la agencia concernida todo el trámite 

legal o reglamentario. Cervecería India, Inc. v. Tribunal 

Superior, 103 DPR 686, 691-692 (1972).  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico también ha expresado 

que una orden o resolución final es aquella que culmina el 

procedimiento administrativo, tiene efectos sustanciales sobre 

las partes y resuelve todas las controversias ante la agencia, les 

pone fin, sin dejar pendiente una para ser decidida en el futuro.  

Se ha intimado, además, que una orden o resolución final tiene 

las características de una sentencia en un procedimiento judicial 

porque resuelve finalmente la cuestión litigiosa y de la misma 

puede apelarse o solicitarse revisión. Comisionado Seguros v. 

Universal, 167 DPR 21 (2006).  De igual forma, la sección 3.14 

de la LPAU establece que para que la orden o resolución tenga 

carácter de finalidad, debe incluir y exponer separadamente 
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determinaciones de hecho, conclusiones de derecho, que 

fundamentan la adjudicación, la disponibilidad del recurso de 

reconsideración o revisión según sea el caso. 3 LPRA sec. 

2164.  Añade la sección 3.14 que “[l]a orden o resolución 

advertirá el derecho de solicitar la reconsideración ante la 

agencia o de instar el recurso de revisión como cuestión de 

derecho en el Tribunal de Apelaciones, así como las partes que 

deberán ser notificadas del recurso de revisión, con expresión 

de los términos correspondientes. Cumplido este requisito 

comenzarán a correr dichos términos.” 3 LPRA sec. 2164.    

Así que, hasta tanto se exprese adecuadamente los 

términos que tienen las partes para solicitar reconsideración o 

revisión judicial, no comenzarán a decursar estos términos.  El 

Tribunal Supremo ha reiterado que es parte del debido proceso 

de ley, el derecho a la notificación adecuada, por ello, la 

notificación defectuosa de una resolución no activa los términos 

para acudir en revisión, quedando los mismos sujetos a la 

doctrina de incuria.  Maldonado v. Junta Planificación, 171 DPR 

46, 57-58 (2007). 

En cuanto a la reconsideración, la sección 3.15 de la LPAU 

indica que: 

La parte adversamente afectada por una resolución u 

orden parcial o final podrá, dentro del término de 
veinte (20) días  desde la fecha de archivo en autos 

de la notificación de la  resolución u orden, presentar 

una moción de reconsideración de la resolución u 
orden. La agencia dentro de los quince (15) días de 

haberse presentado dicha moción deberá considerarla. 
Si la rechazare de plano o no actuare dentro de los 

quince (15) días, el término para solicitar revisión 
comenzará a correr nuevamente desde que se 

notifique dicha denegatoria o desde que expiren esos 
quince (15) días, según sea el caso.  Si se tomare 

alguna determinación en su consideración, el término 
para solicitar revisión empezará a contarse desde la 

fecha en  que se archive en autos una copia de la 
notificación de la  resolución de la agencia resolviendo 

definitivamente la moción de reconsideración.  Tal 
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resolución deberá ser emitida y archivada en autos 

dentro de los noventa (90) días siguientes a la 
radicación de la moción de reconsideración. Si la 

agencia  acoge la moción de reconsideración pero 
deja de tomar alguna acción con relación a la moción 

dentro de los noventa (90) días de ésta haber sido 
radicada, perderá jurisdicción sobre la misma y el 

término para solicitar la revisión judicial empezará a 
contarse a partir de la expiración de dicho término de 

noventa (90) días salvo que la agencia, por justa 
causa y dentro de esos noventa (90) días, prorrogue 

el término para resolver por un período que no 
excederá de treinta (30) días adicionales.  

3 LPRA sec. 2165. 
 

 Es sabido que reiteradamente se ha reconocido que la 

LPAU se promulgó con el propósito de uniformar los 

procedimientos administrativos ante las agencias.  De esta 

forma, se estableció un cuerpo de reglas mínimas para gobernar 

los procesos de reglamentación y adjudicación en las distintas 

agencias gubernamentales. Vitas Health Care v. La Fe et al., 190 

DPR 56, 65 (2014).  La importancia de la implementación de la 

LPAU conllevó el reconocimiento de que las reglas incorporadas 

por ésta prevalecerán sobre toda disposición legal, relativa a una 

agencia en particular, que sea contraria a las disposiciones de la 

LPAU. Id, Perfect Cleaning v.Cardiovascular, 162 DPR 745, 757 

(2004).  Por ende, las agencias carecen de autoridad para 

adoptar reglamentación que imponga requisitos adicionales o 

distintos a los que impone la LPAU, incluso en los asuntos 

relacionados con la revisión judicial.  Id. Cualquier imposición 

adicional será nula si incumple sustancialmente con la LPAU y 

por tanto, sus disposiciones desplazan y tienen predominio sobre 

toda regla de una agencia que sea contraria a ésta. Id; López 

Rivera v. Adm. de Corrección, 174 DPR 247, 254 (2008).   

Así pues, conforme al Plan de Reorganización Núm. 2 de 

21 de noviembre de 2011, que establece las facultades del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación, el 4 de mayo de 

2015, y la LPAU, el Departamento de Corrección aprobó el 
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Reglamento para Atender las Solicitudes de Remedios 

Administrativos Radicadas por los Miembros de la Población 

Correccional, [Reglamento Núm. 8583].  Según dispone el 

Reglamento, para iniciar una Solicitud de Remedios 

Administrativos, el miembro de la población correccional debe 

completar el formulario provisto por el Programa.  Regla XII. 

Una vez emitida la respuesta por el evaluador, si el 

miembro de la población correccional no estuviere de acuerdo 

con la misma, podrá solicitar la revisión ante el Coordinador 

Regional, mediante escrito de Reconsideración, dentro del 

término de veinte (20) días contados a partir del recibo de la 

notificación de la respuesta. Véase, Regla XIV del Reglamento 

Núm. 8583, supra.   

El procedimiento también establece que: 

El Coordinador una vez recibida la Solicitud de 
Reconsideración por parte del Evaluador, tendrá quince 

(15) días para emitir una respuesta al miembro de la 
población correccional si acoge o no su solicitud de 

reconsideración. 

   

Si se denegara de plano o el miembro de la población 

correccional no recibe respuesta de su solicitud de 
reconsideración en el término de quince (15) días, 

podrá recurrir, por escrito, en revisión judicial ante el 
Tribunal de Apelaciones. Este término comenzará a 

correr nuevamente desde el recibo de la notificación de 
negativa o desde que se expiren los quince (15) días, 

según sea el caso. 

   

Si se acoge la solicitud de reconsideración, el 

Coordinador tendrá treinta (30) días laborables para 
emitir Resolución de Reconsideración. Este término 

comenzará a transcurrir desde la fecha en que se emitió 
la respuesta de reconsideración al miembro de la 

población correccional salvo que medie justa causa. 

 

El Evaluador entregará al miembro de la población 
correccional, dentro del término de cinco (5) días 

laborables a partir del recibo de la respuesta de 

solicitud de reconsideración emitida por el coordinador. 

……. 
Regla XIV del Reglamento Núm. 8583, supra.   

  De estar inconforme con la respuesta emitida en 

reconsideración, el confinado tiene la oportunidad de presentar 
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un de recurso de revisión judicial respecto a esa determinación 

final la agencia. A esos efectos, la Regla XV del Reglamento 

Núm. 8583, supra, indica: 

El miembro de la población correccional podrá solicitar 
revisión ante el Tribunal de Apelaciones, dentro del 

término de treinta (30) días calendarios, contados a 
partir de la fecha del archivo en autos de la copia de la 

Notificación de la Resolución de Reconsideración, 
emitida por el Coordinador de Remedios 

Administrativos o noventa (90) días a partir de la 
radicación de la Solicitud de Reconsideración acogida, 

si la Agencia no actúa conforme a la misma.  

 

Por otro lado, la Regla IV (18) del Reglamento 8583, 

define la Respuesta al Remedio como el "Escrito emitido por el 

Evaluador, en el cual se contesta la solicitud del remedio 

administrativo radicada por el miembro de la población 

correccional."  A su vez, define la Resolución de Reconsideración 

como el "Escrito emitido por el Coordinador, en el cual se 

contesta la solicitud de reconsideración acogida, radicada por el 

miembro de la población correccional.  Ésta deberá contener un 

breve resumen de los hechos que motivaron la solicitud, el 

derecho aplicable y la disposición o solución a la controversia 

planteada." (énfasis nuestro) 

De acuerdo al marco jurídico antes mencionado, 

evaluamos. 

 Santana Báez presentó una petición de remedio 

administrativo en la División de Remedios por un registro que se 

le realizó el 20 de junio de 2016.  En la respuesta de la 

evaluadora se le apercibió únicamente de su derecho a solicitar 

la revisión de esa determinación, mediante escrito de 

reconsideración presentado ante el Coordinador Regional.  Dicha 

respuesta no constituye la determinación final de la agencia en 

cuanto al asunto planteado, pues el Departamento de Corrección 

requiere el trámite de la reconsideración como mecanismo previo 
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a emitir una determinación final.  La respuesta en 

reconsideración, es la que contiene las determinaciones de 

hecho, conclusiones de derecho y las advertencias para acudir 

en revisión judicial ante nuestro foro.  De manera que, la 

respuesta que emite la evaluadora no contiene determinaciones 

de hechos ni las conclusiones de derecho que se exige en toda 

determinación final de la agencia para que pueda ser revisada 

judicialmente.  De ahí, la importancia de cumplir con el trámite 

de reconsideración provisto por la agencia, para de esta forma 

obtener una respuesta final.   Ello no está en contraposición con 

las disposiciones de la LPAU, que en su sección 3.15 permite las 

reconsideraciones y en la sección 3.14 exige que las decisiones 

sean finales para que puedan ser revisadas judicialmente.  Como 

la respuesta de la evaluadora no constituía la decisión final de la 

agencia, estamos impedidos de revisarla.  

Ahora bien, no podemos pasar por alto que, la respuesta 

de la evaluadora le informó al recurrente, únicamente, de su 

derecho a solicitar reconsideración ante un coordinador, pero no 

le advirtió de los términos que tenía el coordinador para emitir 

una respuesta, si acogía o no la solicitud de reconsideración, ni 

cómo se activan los términos para acudir en revisión judicial a 

este tribunal, según lo establece la Regla XIV del Reglamento y 

la Sección 3.14 y 3.15 de LPAU.  Es por ello que la notificación 

se considera defectuosa y consecuentemente los términos para 

solicitar reconsideración o acudir ante este Tribunal no han 

comenzado a transcurrir.  Las decisiones administrativas que se 

emiten sin expresar las advertencias correspondientes, no 

activan los términos para su revisión.   A consecuencia de lo 

anterior, la respuesta, cuya revisión se nos solicita, no tuvo 

consecuencia jurídica alguna.  Por lo que se remite el asunto a la 

División de Remedios para una notificación adecuada.   
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La evaluadora, debe auscultar además, si la respuesta que 

se le ofreció al recurrente, donde no se entrevistó a ninguna de 

las personas que Santana Báez mencionó en su solicitud de 

remedio, cumplió con los postulados de la Regla XIII del 

Reglamento 8583.  La referida regla le exige al evaluador utilizar 

todos los medios que estime necesarios para la obtención de la 

información requerida, para brindar una respuesta adecuada al 

miembro de la población correccional.   

DICTAMEN 

Por los fundamentos expresados, desestimamos el recurso 

por prematuro, toda vez que no se activaron los términos para 

acudir en revisión judicial.  Consecuentemente, devolvemos el 

asunto a la agencia para que emita una nueva respuesta con las 

advertencias de rigor que cumpla con las secciones 3.14 y 3.15 

de la LPAU y para que evalúe, además, si la respuesta fue 

adecuada a la luz de la Regla XIII del Reglamento 8583. 

Disponemos que el Secretario del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación deberá entregar copia de esta 

sentencia al recurrente, en cualquier institución correccional 

donde este se encuentre. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal.  

 

       Dimarie Alicea Lozada  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 


